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L
as condiciones que vive la población cubana en estos instantes deja en claro la profunda crisis 
interna, algo insostenible porque padecen por problemas de primera necesidad: alimento, todo 
tipo de energía, calefacción, salud y vivienda. En esta situación es indispensable una visión hu-
manitaria, pero aquella no puede desligarse de un cambio político y democrático profundo. 

Es aquí donde deben intervenir los organismos internacionales, tales como la OEA, ONU y diversas 
ONG, siempre dirigidas al pueblo cubano y no al gobierno ni a la dictadura castrista. De lo contrario, 
sólo se aliviará momentáneamente el hambre y la miseria sin atacar el problema de fondo. La verda-
dera solución pasa por exigir un proceso democrático y una apertura política real, porque sin cambios 
estructurales cualquier asistencia se convierte en un paliativo insuficiente.

Sin embargo, el panorama parece lejano. El régimen está dispuesto a recibir la ayuda, pero sin dejar 
de aplicar políticas represivas encarcelando opositores, incomunicando personas, sitiando organiza-
ciones como la Unión Patriótica de Cuba y controlando arbitrariamente la distribución de alimentos. 

Ahí es cuando surgen quienes justifican lo injustificable. Cierto es que el modelo que han lleva-
do por años, junto al embargo, han profundizado las carencias en necesidades básicas. No obstante, 
el golpe de gracia llega al perder a un socio político y económico que prácticamente mantenía al país. 

La situación en Cuba. La ayuda sin democracia es 
complicidad

A 
propósito del cambio de 
mando vivido esta sema-
na a nivel presidencial 
en nuestro país, cere-

monia institucional que refleja la 
fortaleza de nuestras instituciones 
democráticas, cabe preguntar-
se acerca del rol de los colegios 
en la construcción de ciudadanía 
democrática. Como es lógico espe-
rar, nuestros estudiantes llegan al 
colegio con un acervo cultural fa-
miliar que les otorga identidad y 
sentido de pertenencia, con el cual 
se forman opiniones y toman pos-
turas frente a los desafíos que se 
nos presentan como sociedad. El 
rol de los colegios, complementa-
rio al de las familias, no consiste, 
por cierto, en cuestionar esas opi-
niones, sino ofrecer un espacio 
formativo donde se aprenda a ana-
lizarlas, comprenderlas, respetar 
las diferencias, valorar la diver-
sidad, y dialogar con argumentos 
en relación a ellas. La formación 
ciudadana, de esta manera, se 
transforma en un eje central de la 
misión de las comunidades educa-
tivas. Al respecto, la Organización 
del Bachillerato Internacional, a la 
que se encuentra adscrito nuestro 
colegio, nos entrega una misión 
muy clara: la de formar personas 
informadas, solidarias y compro-
metidas con la construcción de 
un mundo mejor y más pacífico 
mediante el entendimiento inter-
cultural y el respeto, para actuar 
responsablemente en un mundo 
interdependiente. En ese sentido, 
atributos del perfil del Bachillerato 
Internacional que se desarrollan 
en los estudiantes tales como el 
ser indagadores, pensadores, re-

flexivos, buenos comunicadores, 
de mentalidad abierta, íntegros y 
solidarios, entre otros, representan 
disposiciones fundamentales para 
la vida democrática en sociedad, 
que les permitirán comprender la 
diversidad, dialogar con otros de 
manera pacífica y cordial, y asu-
mir responsabilidades individuales 
frente a problemáticas colectivas. 
Pero para ello, y esto es fundamen-
tal, no basta con enseñar contenidos 
sobre educación cívica. La expe-
riencia escolar en su conjunto debe 
ser coherente con los valores de-
mocráticos. Esto significa que un 
colegio debe funcionar como una 
comunidad educativa basada en 
los principios de justica, respeto y 
participación. Lo anterior implica 
generar experiencias de participa-
ción tales como debates, proyectos 
colaborativos e interdisciplina-
rios, fomentar espacios diversos 
de representación estudiantil, de-
sarrollar el pensamiento crítico, 
permitir el cuestionamiento de 
ideas y opiniones, analizar la in-
formación recibida y contrastarla, 
y promover la ciudadanía global. 
El mundo actual, globalizado e in-
terconectado, no permite pensar 
en la ciudadanía únicamente limi-
tada a una experiencia nacional. 
Hoy, más que nunca, aprender a 
convivir democráticamente implica 
una ciudadanía global, entendida 
como la capacidad de comprender 
diversas culturas, reconocer la in-
terdependencia entre sociedades y 
actuar con responsabilidad fren-
te a desafíos globales tales como 
el cambio climático, la pobreza, 
la desigualdad o la sostenibilidad 
ambiental.      

Ciudadanía, democracia y 
Bachillerato Internacional

Andro Mimica Guerrero 

seremi de Gobierno

L
a reciente destitución del superintendente de 
Educación Superior no puede leerse como un 
hecho aislado ni una casualidad administra-
tiva. Ocurre en un momento particularmente 

sensible: a horas de conocerse que la Superintendencia 
avanzaba en una eventual sanción contra la Universidad 
San Sebastián por pagos y contrataciones cuestionadas, 
entre ellas las vinculadas al senador Arturo Squella.

La secuencia es, por decir lo menos, inquietante. 
Un organismo fiscalizador detecta posibles irregula-
ridades que involucran a figuras políticas relevantes; 
al día siguiente, su máxima autoridad es removida de 
manera inmediata. Aunque el gobierno ha argumen-
tado que se trata de una “evaluación de jefaturas”, lo 
cierto es que la coincidencia temporal abre una pre-
gunta legítima: ¿se está debilitando la autonomía de 
quienes deben fiscalizar al poder?

Este episodio no ocurre en el vacío. Se suma a la 
salida de la superintendenta de Educación Escolar y de 
la directora de Junaeb. Tres instituciones distintas, un 
mismo denominador común: todas cumplen funciones 
clave en la protección de los derechos fundamentales 
de los estudiantes. No son cargos políticos cualquiera; 
son pilares del sistema de garantías en educación.

La Superintendencia -tanto en el ámbito escolar 
como superior- tiene el mandato de resguardar el 
cumplimiento de la ley, fiscalizar abusos y proteger a 
estudiantes frente a prácticas arbitrarias. Junaeb, por 
su parte, es el brazo del Estado que materializa dere-
chos básicos como la alimentación escolar, elemento 
central para la permanencia educativa en contextos 
de vulnerabilidad.

Por eso, cuando estas instituciones se ven inter-
venidas simultáneamente, el problema deja de ser 
administrativo y pasa a ser político. Más aún cuando 
ya se advierten posibles recortes en becas de alimen-
tación escolar, lo que podría golpear directamente a 
miles de estudiantes que dependen de ese apoyo para 
sostener su trayectoria educativa.

Pero hay un elemento adicional que agrava el 
cuadro y que no puede ser ignorado: la relación del 
ministro Quiroz con el sistema educativo y los cuestio-
namientos históricos en torno a prácticas de colusión 
en el sector. Aunque no se trate necesariamente de 
responsabilidades directas en los hechos recientes, 
su trayectoria y vínculos vuelven aún más exigente 

el estándar de transparencia y probidad que hoy se le 
demanda al Ejecutivo.

Porque en un sistema donde ya han existido de-
nuncias de coordinación indebida, conflictos de interés 
o redes de influencia entre instituciones educativas 
y actores políticos, cualquier señal que apunte a de-
bilitar la fiscalización no sólo genera dudas, sino 
que reabre heridas. La colusión, en cualquiera de sus 
formas, no es solo un problema económico; es una 
distorsión profunda del derecho a la educación, que 
termina perjudicando directamente a estudiantes y 
sus familias.

En ese contexto, la salida de autoridades fiscalizado-
ras justo cuando ejercen su rol, combinada con figuras 
de gobierno que arrastran cuestionamientos o cerca-
nías con el sector, configura un escenario delicado. No 
se trata de establecer culpabilidades automáticas, pero 
sí de reconocer que la confianza pública se construye 
sobre percepciones tanto como sobre hechos.

No se trata solo de nombres ni de cambios de ga-
binete. Se trata de señales. Y las señales importan. 
Porque cuando se remueve a quienes investigan, jus-
to cuando investigan; cuando se debilitan organismos 
encargados de fiscalizar; y cuando, al mismo tiempo, 
se proyectan ajustes en políticas de apoyo social, lo 
que se instala es una percepción de retroceso en las 
garantías. Una sensación de que los derechos pueden 
quedar subordinados a intereses coyunturales. Algo 
parecido a lo que se llama justicia.

Algunos han hablado derechamente de “seña-
les de impunidad” en el sistema educativo. Puede ser 
una afirmación dura, pero no antojadiza. La historia 
reciente de Chile ya ha demostrado que cuando la fis-
calización falla o se debilita, quienes pagan el costo 
son los estudiantes y sus familias.

La pregunta de fondo es incómoda, pero necesaria: 
¿quién protege a los estudiantes cuando quienes deben 
protegerlos son removidos? En educación, la confian-
za lo es todo. Y esa confianza no se construye solo con 
discursos, sino con instituciones fuertes, autónomas 
y capaces de actuar incluso cuando sus decisiones in-
comodan al poder político de turno.

Debilitar esa arquitectura no es neutro. Es, en los 
hechos, abrir una grieta en uno de los pocos consensos 
que Chile había logrado consolidar: que los derechos 
de los estudiantes no se negocian.

La incómoda educación bajo 
Republicanos y Squella

Nelson Leiva Lerzundi

Cientista Político

Álvaro González

Rector de The British School

La intervención de Venezuela agrava todo, y da motivos para que los grupos ideologizados defiendan 
la postura cubana. Así países como Chile, China y otros han entregado ayuda, muchas veces impul-
sados por lobbies políticos, pero esa solidaridad puede transformarse en una justificación para que 
el régimen mantenga su control y saque provecho político. 

Esto revela un preocupante relativismo moral, a sabiendas de la falla estructural de un modelo 
que no funciona. Mientras se condenan unas dictaduras, se silencian o justifican otras, pese a que to-
das cometen los mismos abusos. Es por eso que la dictadura cubana ha gozado durante demasiado 
tiempo del silencio cómplice. 

Es hora de abandonar los lobbies y enfrentar la realidad: estamos ante un sistema en decaden-
cia que ha llevado al colapso a un pueblo entero, ampliando la pobreza y la desigualdad en lugar de 
resolverlas. Lo humanitario y lo político no pueden separarse; la falta de autocrítica y el autoengaño 
sólo prolongan el sufrimiento.

Al final la ayuda humanitaria es necesaria, pero insuficiente si no se acompaña de un plan políti-
co estructurado que abra el camino hacia la democracia. Sin esa transformación, cualquier esfuerzo 
será incompleto y el mundo seguirá dando explicaciones por su pasividad. 

Cuba necesita soluciones de fondo: un cambio político que genere un círculo virtuoso y le brinde 
una nueva oportunidad de futuro. Porque el pueblo necesita alimentos, salud y vivienda, pero también 
necesita libertad, pluralismo y democracia. No basta con paliar el hambre mientras se mantienen cárce-
les llenas de opositores y un aparato ideológico que antepone la propaganda a la dignidad humana. 

La comunidad internacional debe dejar de ser cómplice con su silencio y exigir condiciones claras: 
liberación de presos políticos, apertura multipartidista y respeto a los derechos fundamentales. Solo 
así la ayuda será un puente hacia un futuro distinto y no una coartada para perpetuar la miseria. Cuba 
merece una oportunidad real de reconstruirse sobre bases democráticas y no sobre la resignación.
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